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Temas: EJECUTIVO LABORAL/ EMBARGO Y RETENCIÓN DE LOS recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media – excepciones- / PRECEDENTE de la corte suprema de justicia/ confirma.
Y es que resulta claro que tal proceder era el correcto, en la medida en que el concepto por el cual se continuó el trámite ejecutivo, no es una obligación que se encuentra incluida dentro de las excepciones trazadas por la Sala de Casación Laboral, para permitir el embargo de los recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media administrado por Colpensiones, pues es sabido que las agencias en derecho y las costas son naturaleza procesal, dado que lasprimeras hacen referencia a los costos en que incurre la parte para acudir ante la administración de justicia y  las últimas corresponden a la sumatoria de éstos gastos más las expensas –copias, honorarios de auxiliares
Ahora, si bien la sola afirmación del cliente o la certificación de la Administradora Colombiana de Pensiones, no tiene la virtualidad de ubicar como inembargables todos los dineros depositados en las cuentas bancarias abiertas en Davivienda, pues tal calidad solo la da el origen de los recursos allí consignados, correspondía al ejecutante al dársele traslado de la respuesta que en ese sentido ofreció la entidad bancaría, controvertirla aportando pruebas que demostraran lo contrario y no insistir en el hecho de que las costas procesales son una prestación que se origina en el sistema General de Pensiones o un crédito laboral.

Así las cosas, acertada estuvo la decisión de primer grado, en la medida en que no existiendo prueba que refute la calidad de inembargabes de los dineros consignados en las cuentas de Colpensiones en Davivienda y proviniendo de esa entidad el título judicial No 457030000604487 por la suma de $2.786.175, inexorable resulta su devolución al titular de la cuenta

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, veintidós de agosto de dos mil dieciocho
Acta número          de 22 de agosto de 2018
Procede la Sala de Decisión Laboral No 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a desatar el recurso de apelación presentado contra el auto por medio del cual el Juzgado Primero Laboral del Circuito el día 28 de febrero de 2018, negó la terminación del proceso y la entrega del título judicial dentro del proceso ejecutivo que le promueve el señor PEDRO JOSÉ OSPINA ZULETA a COLPENSIONES.
Previamente se revisó, discutió y aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado ponente que corresponde a los siguientes,

ANTECEDENTES

Luego de obtener sentencia favorable a su favor, el señor Pedro José Ospina Zuleta inició acción ejecutiva con el fin de que fuera librado mandamiento de pago a su favor por la suma de $7.588.628 por concepto de incrementos pensionales; los incrementos que se generan a futuro; las costas liquidadas y aprobadas en primera y segunda instancia y las que se generen con la presente ejecución.

En providencia de fecha trece de noviembre de 2014, el juzgado de conocimiento libró mandamiento de pago conforme fue solicitado por el ejecutante, procediendo a ordenar la notificación de la Agencia Nación de Defensa Jurídica del Estado y a la ejecutada, la que se pronunció oportunamente, formulando la excepción de “INCUMPLIMIENTO DEL REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD POR PETICIÓN ANTICIPADA”, la cual fue desistida con posterioridad.
En comunicación de fecha de 30 de abril de 2015, la parte ejecutada aportó la Resolución No GNR 107311 de 2015, por medio de la cual daba cumplimiento a la sentencia judicial, pero sólo respecto al incremento pensional, continuando la ejecución por cuenta de las costas aprobadas en primera y segunda instancia en el proceso ordinario.
Adelantado el trámite subsiguiente, liquidado el crédito y aprobado su monto por auto de fecha 17 de marzo de 2016, el juzgado procedió, a solicitud del demandante, a decretar medidas previas sobre los dineros que no hagan parte del sistema de pensiones y que posee la ejecutada en el Banco Davivienda.  Sin obtener resultado, la parte actora realizó igual petición, respecto a la cuenta de ahorros No 5500069006668666244 abierta en la misma entidad, petición a la que accedió el Despacho.
Mediante comunicación de fecha 7 de noviembre de 2017 la entidad bancaria informó que la medida de embargo fue registrada.  De esta se dio traslado al ejecutante, quien solicitó en consecuencia el pago del título judicial y el archivo del expediente.

En respuesta a dicha petición, el Juzgado de origen, luego de percatase que la ejecución se adelantaba únicamente por el valor de las costas procesales de primera y segunda instancia liquidadas en el proceso ordinario, concluyó que no era posible la entrega del dinero embargado, siendo lo propio devolver a Colpensiones la suma en cuestión y requerir al actor para que diera impulso al proceso.

Inconforme con la decisión, el señor Ospina Zuleta interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de apelación alegando la mala fe con la que ha actuado Colpensiones, sustrayéndose sin ninguna justificación de la obligación que le atañe, de pagar las costas a las que fue condenado, siendo respaldado su indebido actuar con providencias como la recurrida.

Asume que la negativa de la funcionaria a ordenar el pago del titulo judicial obedece al hecho que los conceptos cobrados no se pueden calificar como derechos de la seguridad social, por lo tanto no es procedente mantener la medida de embargo sobre los dineros aprisionados, argumento que controvierte alegando que las costas están directamente relacionadas con el derecho solicitado en el proceso ordinario, por lo tanto no existe razón para mantener distinciones sobre uno y el otro.

Sostiene que la omisión en que incurre Colpensiones vulnera el derecho al debido proceso, así como al acceso a la administración de justicia, en tanto que desconoce una decisión judicial e impide su cumplimiento.
Por último señala que el silencio de la ejecutada debe llevar a entender que se encuentra conforme con el procedimiento, por lo que debe tenerse como una aceptación de lo debido y el ánimo de terminar el proceso.

El recurso de reposición fue negado por haber sido formulado extemporáneamente y el de apelación concedido en el efecto devolutivo para que se decidiera en esta Sede lo pertinente.
CONSIDERACIONES

El presente asunto, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

¿Debe permitirse la efectividad de la medida cautelar que trajo como consecuencia la constitución del título judicial en favor del ejecutante?

Para resolver los interrogantes formulados es necesario hacer las siguientes precisiones: 

1. EMBARGO Y RETENCIÓN DE LOS recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media.
Frente al tema en particular, se tiene que frente a tales situaciones la Sala de Casación Laboral, por medio de las sentencias 39697 de 28 de agosto de 2012, 40557 de 16 de octubre 2012, 41239 de 12 de diciembre de 2012 y 31274 de 28 de enero de 2013, había adoctrinado que los dineros de la seguridad social ostentan la calidad de inembargables, tal y como lo dispone el artículo 143 de la ley 100 de 1993, sin embargo, de manera excepcional, dichos recursos podrán ser objeto de medidas cautelares cuando estén destinados a pagar las pensiones reconocidas por vía judicial de personas que se encuentren en las siguientes condiciones: i) que pertenezcan a la tercera edad, ii) que no cuenten con seguridad social y iii) que no cuenten con recursos económicos para mantenerse; pues en esos precisos casos se encuentran en riesgo los derechos a la vida en condiciones dignas, a la seguridad social y a la tercera edad.

Por lo anterior, concluía la Sala de Casación Laboral, que sería cada funcionario judicial el encargado de realizar el estudio sobre cada caso en particular teniendo en cuenta el marco jurisprudencial trazado, con el objeto de determinar si se decretan o no medidas cautelares sobre los recursos de la seguridad social que en principio gozan del beneficio de la inembargabilidad, en desarrollo de la independencia de las decisiones judiciales, pero sin perjuicio de las responsabilidades que ellas implican.

A más de lo anterior, en las sentencias de tutela STL 17033-2014 y STL 16796-2014, ésta misma Corporación precisó que en los eventos de ejecuciones por incrementos pensionales y reliquidaciones pensionales, si COLPENSIONES no ha cumplido con la condena impuesta por un juez de la República, es procedente proceder al decreto de medidas cautelares para lograr la efectividad de la sentencia que reconoce un derecho social.
De allí que proceda el embargo de los recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media cuando Colpensiones, sin razones que lo justifiquen, ha dejado de cumplir las condenas que se le han impuesto y siempre y cuando se trate del cobro de prestaciones o beneficios otorgados por el sistema general de pensiones.
2. CASO CONCRETO

Sea lo primero advertir que si bien la decisión atacada fue producto de la petición del ejecutante de la entrega del título judicial y la terminación del proceso, el fondo del asunto descansa en realidad sobre la efectividad de la medida previa que fue decretada y que surtió efectos legales, en tanto que la entidad bancaria involucrada puso a disposición del Juzgado una suma de dinero, que ahora el Juzgado aspira devolver a Colpensiones, por tratarse de recursos inembargables del Sistema de Seguridad Social.

En ese sentido, entiende la Sala entonces que en el fondo se trata de la apelación del auto que decide sobre las medidas cautelares, por lo que resulta susceptible de apelación conforme lo establece el numeral 7º del artículo 65 del C.P.L.

Aclarado lo anterior, preciso es señalar que inicialmente la acción ejecutiva laboral se inició con el fin de que fuera pagado el incremento pensional reconocido por esta Corporación mediante providencia de fecha 21 de mayo de 2014, así como las costas liquidas y aprobadas en la primera y segunda instancia.

Fue en virtud a dicho pedido que fue librado el mandamiento de pago y decretadas las medidas previas consistentes en el embargo de los dineros de propiedad de Colpensiones, existentes en diferentes cuentas de ahorro y corrientes en Davivienda, Banco de Bogotá, Banco Caja Social, Banco de Occidente y Banco Sudameris –fl 30-.  Posteriormente, fue aportada al proceso la Resolución GNR 107311 de 14 de abril de 2015, por medio de la cual Colpensiones dio cumplimiento a la sentencia y dispuso la inclusión en nómina del incremento pensional a partir del mes de abril de 2015, pagadera en el ciclo siguiente.
Es por ello que la ejecución continuó solo por las costas del proceso ordinario, liquidándose el crédito por la suma de $2.464.000, capital respecto del cual el ejecutante insistió en el decreto de medidas previas, petición a la que accedió el juzgado en providencia de fecha doce de abril de 2016, pero limitando la medida a los dineros que no tengan la calidad de inembargables de que habla el artículo 344 del C.S.T. en armonía con el artículo 594 del C.G.P. o que hagan parte del sistema general de participación.

Librado el oficio respectivo, Davivienda informó al juzgado que los dineros de titularidad de Colpensiones en esa entidad bancaría gozan del beneficio de inembargabilidad, dado que corresponde a recurso del sistema de seguridad social, información que fue respaldada con la comunicación que le enviara Colpensiones  a la entidad Bancaria, a través de la cual le solicitó “marcar como inembargables todas la cuentas” que maneja en esa entidad –fl 52 y 53-.

Dicha información fue puesta en conocimiento del actor; no obstante, fue al momento de requerirle para que impulsara el proceso que insistió en la medida cautelar solicitada, a lo que el Juzgado accedió oficiando a Davivienda para que procediera con el embargo solicitado, toda vez que el crédito perseguido se encuentra dentro de las excepciones contempladas por la Corte Constitucional al principio de inembargabalidad del presupuesto en las entidades y órganos del Estado, petición a la que accedió la entidad, procediendo a registrar la citada medida.
Como puede inferirse del trámite reseñado, el dinero que se encuentra a órdenes de la presente ejecución hace parte del sistema general de pensiones, pues Davivienda así lo informó y aunque posteriormente registró el embargo, ello obedeció a la orden directa del Juzgado, que fue claro en indicarle que, en el caso concreto, procedía la medida decretada.

No obstante lo anterior, ante la petición de pago por parte de la ejecutante, la a quo, negó la entrega del título judicial y la terminación del proceso, por el hecho de que lo cobrado son las costas procesales liquidadas y aprobadas en el proceso ordinario que originó la ejecución.
La reseña anterior era necesarias, para explicar el porqué, habiendo quedado pendiente solo el pago de las costas procesales, terminaron dineros de la seguridad social embargados por cuenta de éste trámite, los cuales, según el auto apelado, finalmente se ordenó reintegrar  a Colpensiones.

Ciertamente, si bien en principio el juzgado dispuso el embargo de una cuenta abierta por Colpensiones en Davivienda, no sabe la Sala si fue porque no se percató que el incremento pensional ya había sido pagado o si realmente tenía la convicción de que las costas procesales son obligaciones de origen laboral y por tanto se encuentra dentro de las excepciones que permiten embargar los recursos destinados para cubrir la seguridad, pero lo cierto es que posteriormente, rectificó su actuar, negándose a cancelar el crédito con el dinero producto de la medida cautelar, al percatarse precisamente que la ejecución se estaba verificando solo por las costas.
Y es que resulta claro que tal proceder era el correcto, en la medida en que el concepto por el cual se continuó el trámite ejecutivo, no es una obligación que se encuentra incluida dentro de las excepciones trazadas por la Sala de Casación Laboral, para permitir el embargo de los recursos de los fondos de reparto del régimen de prima media administrado por Colpensiones, pues es sabido que las agencias en derecho y las costas son naturaleza procesal, dado que lasprimeras hacen referencia a los costos en que incurre la parte para acudir ante la administración de justicia y  las últimas corresponden a la sumatoria de éstos gastos más las expensas –copias, honorarios de auxiliares de la justicia, publicaciones, entre otros-. 

Ahora, si bien la sola afirmación del cliente o la certificación de la Administradora Colombiana de Pensiones, no tiene la virtualidad de ubicar como inembargables todos los dineros depositados en las cuentas bancarias abiertas en Davivienda, pues tal calidad solo la da el origen de los recursos allí consignados, correspondía al ejecutante al dársele traslado de la respuesta que en ese sentido ofreció la entidad bancaría, controvertirla aportando pruebas que demostraran lo contrario y no insistir en el hecho de que las costas procesales son una prestación que se origina en el sistema General de Pensiones o un crédito laboral.
Así las cosas, acertada estuvo la decisión de primer grado, en la medida en que no existiendo prueba que refute la calidad de inembargabes de los dineros consignados en las cuentas de Colpensiones en Davivienda y proviniendo de esa entidad el título judicial No 457030000604487 por la suma de $2.786.175, inexorable resulta su devolución al titular de la cuenta. 

Lo anterior no quiere decir que el actor no pueda solicitar medidas cautelares sobre las cuentas de titularidad de Colpensiones en las diferentes entidades bancarias de la ciudad, sino que tal petición queda condicionada a la demostración, previa o posterior, de acuerdo con la respuesta que ofrezcan los bancos, de que los dineros consignados en sus cuentas, no hacen parte de los fondos de reparto del sistema general de pensiones. 
Encontrando entonces que le asistió razón al juzgado de conocimiento, por lo tanto será confirmado el auto recurrido.

Costas en esta Sede a cargo del ejecutante.
En mérito de lo expuesto, la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO.  CONFIRMAR el auto interlocutorio de veintisiete (27) de febrero de 2018 proferido por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira. 

SEGUNDO. DISPONER que a través de la Secretaría de esta Corporación se realicen las gestiones tendientes a la devolución del presente proceso a su juzgado de origen.

Costas en esta instancia a cargo de Pedro José Ospina Zuleta.
Notifíquese y cúmplase.
Integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ


           Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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